Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 23 minutos) 


Estando presente la delegación encabezada por el señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, Víctor Rossi, el señor Subsecretario, el Director General de Secretaría y los Directores 
Nacionales de la Cartera -a quienes damos la bienvenida- la Comisión de Presupuesto inicia su 
trabajo. 


Tal cual ha sido convenido, se dará el uso de la palabra al señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas para que informe sobre la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución 
Presupuestal del Ejercicio 2005-2006, proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y luego se estará 
a las preguntas que los señores Senadores quieran efectuar al señor Ministro y a su equipo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Buenas tardes. 


Estamos procurando trabajar en el análisis del proyecto de Rendición de Cuentas del período 
2005 y profundizar en la propuesta presupuestal para el año 2007. En lo que tiene que ver con el 
proyecto de Rendición de Cuentas, nosotros hemos acompañado la propuesta presupuestal del Inciso 
10, Ministerio de Transporte y Obras Públicas, donde se analiza lo actuado en el año 2005 por cada 
una de las Direcciones. Tomando la experiencia de alguna instancia anterior, si resulta de importancia 
algún aspecto en especial, me parece que podría usarse el mecanismo de contestar las inquietudes en 
particular y no abordar un desarrollo general que podría ser demasiado extenso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El criterio con el que viene trabajando esta Comisión es que los Ministros 
hagan una exposición somera sobre el proyecto de Ley de Rendición de Cuentas y posteriormente 
sobre el articulado; una vez finalizada, si los señores Senadores tienen alguna pregunta que realizar 
para profundizar en los temas en cuestión, se les da el uso de la palabra para que la formulen y luego 
hacemos lo propio con el señor Ministro o con alguno de sus asesores para que la responda. 


Agradeceríamos, pues, que el señor Ministro iniciara su exposición realizando un planteo de 
carácter general con relación al proyecto de ley de Rendición de Cuentas, que posteriormente se 
dedicara al articulado específico de su Cartera y que luego se abra la posibilidad de que los señores 
Senadores hagan las preguntas del caso con relación al Mensaje. 


Tiene la palabra el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS..- Por Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005, se aprobó el Presupuesto Nacional para el actual período de Gobierno. 


En el Mensaje por el cual el Poder Ejecutivo remitió a la Asamblea General el Presupuesto 
Quinquenal se expresa claramente cuál es el punto de partida de la gestión del presente Gobierno: un 
severo condicionamiento derivado del bajo nivel actual de actividad, de un fortísimo endeudamiento 
público, del aumento de la pobreza, el desempleo y la emigración, con la consiguiente desigualdad y 
exclusión social de buena parte de la población del país. Se debe tener presente que tales factores se 
presentan plenamente vigentes pese a los signos de recuperación económica que está arrojando el 
cierre del año 2005. 


El Programa de Gobierno establece como objetivo central sentar las bases para un 
crecimiento sostenido con equidad y desarrollo social. Con ese escenario de partida y para estimular y 


sostener el crecimiento económico se torna imprescindible una importante recuperación de la inversión 
pública. La superación de las actuales carencias en materia de infraestructura y de transporte no sólo 
contribuirá a detener el deterioro de la calidad de los servicios públicos que utilizan los ciudadanos, 
sino que será motor fundamental para el incremento de la actividad económica, factor esencial para 
revertir la problemática actual que el país enfrenta. 


No menos importante es señalar que este desarrollo sólo se podrá lograr si a la inversión en 
infraestructura y transporte en el territorio nacional el Uruguay suma significativos esfuerzos para no 
quedar marginado del proceso de integración regional y latinoamericana, proceso de integración que, si 
bien no sólo depende de la infraestructura y del transporte, tiene en este rubro uno de sus impulsores 
más dinámicos y que, lejos de estar estancado, se expresa con vitalidad en todo el continente, siendo 
muy importante para el país no continuar perdiendo terreno. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha asumido la responsabilidad de promover, 
impulsar y ejecutar esa obra pública que opere como motor de arranque de la economía, que implica 
básicamente el mantenimiento de la actual red primaria, la adecuada preparación de los corredores de 
integración, el mejoramiento y la recuperación de la red de caminos secundarios departamentales 
rurales, el desarrollo del transporte intermodal y en el crecimiento de la actividad portuaria, fluvial, 
ferroviaria, etcétera. 


En atención a las severas restricciones económicas, todos esos objetivos sólo podrán ser 
logrados si el Ministerio de Transporte es capaz de sumar importantes inversiones presupuestales a 
través de múltiples mecanismos que las alienten y favorezcan. Uno de los mecanismos que se 
consideran más relevantes es el de utilizar otras herramientas disponibles, como es la Corporación Vial 
del Uruguay S.A., propiedad del Estado a través de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Asimismo, durante el año 2005 se modificó el contrato de concesión suscrito en octubre de 
2001 entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la Corporación Nacional para el Desarrollo 
para estudios, proyectos, mantenimientos, operación y explotación de obras públicas de 
infraestructura, interviniendo ahora, como Director de la Corporación Vial del Uruguay, una persona 
designada a propuesta de dicho Ministerio. 


Además, se proyectó una modificación adicional del citado contrato, ampliando su plazo, 
incorporando nuevas obras y pasando el peaje del puesto de la Barra de Santa Lucía a la 
administración de la Corporación Vial, posibilitando, a la vez, su concurrencia al mercado de capitales a 
fin de completar la captación de los fondos privados necesarios. Tal modificación contractual, a fin del 
Ejercicio, se encontraba preparada para su aprobación. 


Durante el año fiscal, con la Corporación Vial del Uruguay se continuó en la búsqueda de 
nuevas formas de financiamiento para las obras viales y portuarias, cuya concreción se espera para 
los Ejercicios de 2006 a 2009; en efecto, se realizaron negociaciones -que están en pleno proceso- de 
acuerdos con la Corporación Andina de Fomento y se preparó y licitó la estructura de la emisión de 
obligaciones. Tales financiamientos adicionales representan formas de obtención del financiamiento 
privado adicional imprescindible para la concreción de las obras públicas a nuestro cargo. 


En el campo del financiamiento externo, se suscribió un nuevo préstamo con el Banco 
Mundial -el N* 7.303- para el proyecto de mantenimiento de infraestructura de transporte y acceso rural 
y con el Banco Interamericano de Desarrollo, el Programa de Infraestructura N” 1.582, que permitió, 
en el año, diseñar un cronograma de las principales obras viales, inversiones en seguridad vial, 
fortalecimiento institucional y capacitación. 


En el área de las concesiones de obras públicas, desde el inicio del actual período de 
Gobierno se procuró acentuar el control de los contratos vigentes, obteniéndose importantes 
resultados. El más notorio fue el que finalizó con el rescate de la concesión de Ruta 1 entre Montevideo 
y Libertad y el nuevo puente sobre el Río Santa Lucía, cuya inauguración tuvo lugar el 13 de diciembre. 


Asimismo, en las restantes concesiones vigentes se logró un control más estricto mediante la 
finalización del intercambiador entre las Rutas 8 y 11, a cargo del concesionario, Camino de las 
Sierras S.A. y la iluminación de todos los cruces de la Ruta 5 de Montevideo y Canelones, a cargo de 
la concesionaria H.I.G. S.A. En este último caso se negoció la recomposición de las garantías de la 
concesión y se encuentra en trámite la modificación del cronograma de obras pendientes. En realidad, 
esto ya está negociado y acordado; estamos hablando de lo que se hizo durante el año 2005. 


Como decía, se encuentra en trámite la modificación del cronograma de obras pendientes, 
acelerando la culminación de las obras de la doble vía, desde los accesos de Montevideo hasta la 
ciudad de Canelones. 


En cuanto a inversiones privadas, puedo decir que durante el año 2005 se procuró su 
radicación, especialmente en materia portuaria, a cuyos efectos, en el Presupuesto Nacional se 
habilitaron nuevas áreas portuarias en los departamentos de Maldonado y Canelones, así como se 
extendieron las dimensiones de los puertos de Nueva Palmira, Fray Bentos y Paysandú. Además, se 
tiene proyectado que en el próximo año los puertos de Salto y Paysandú dejen de estar bajo la 
jurisdicción de la Dirección de Hidrografía para pasar a ser operados comercialmente por la 
Administración Nacional de Puertos. Aquí también estamos haciendo referencia al año 2005; en la 
actualidad, este cambio, esta transferencia, se ha concretado. 


Se recibieron, asimismo, varios proyectos en el marco de la ley de iniciativas privadas, lo que 
configura un auspicioso panorama de incremento del capital privado en obras de infraestructura. Tal es 
la dimensión de esa inversión que se tiene proyectado, para el año próximo, poner en funcionamiento 
la Unidad Ejecutora 009 del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que se denominara 
Planificación e Inversiones, la que tendrá a su cargo, entre otras tareas, el estudio y seguimiento eficaz 
de los mencionados proyectos de inversión privada. 


Debe destacarse que en el Ejercicio 2005 se aceptó la iniciativa privada para la construcción 
de un complejo portuario, hotelero e inmobiliario en la Bahía de Maldonado y se han recibido 
importantes proyectos para la zona portuaria, especialmente de Montevideo y Nueva Palmira. 


Se concretó un importante incremento de la actividad portuaria en todas las terminales 
comerciales de la ANP, tanto en mercancías como en el tráfico de pasajeros. El total de toneladas 
movilizadas en los Puertos de Montevideo, Colonia y Juan Lacaze representó un incremento del 15% 
respecto del año anterior y se mantuvo el importante tráfico comercial en Nueva Palmira. Se licitaron y 
comenzaron las obras de dragado del canal de acceso al Puerto de Montevideo y se efectuaron obras 
con la flota propia en las dársenas y canales interiores. 


Por otra parte, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha concretado la iniciación de las 
obras portuarias de ampliación a 200 metros del muelle oficial de la ANP de Fray Bentos, obra que fue 
prevista en anteriores presupuestos y largamente postergada por otras Administraciones. Esta obra 
es financiada parcialmente por el Banco Mundial y permitirá en forma adecuada la operación de 
buques tipo Panamá de 200 metros de eslora. Entonces, será necesario el dragado de los pasos del 
Río Uruguay, aspirando a que su profundidad llegue a los 28 pies hasta Fray Bentos, así como también 
será necesario realizar el dragado complementario hasta Paysandú. Este planteamiento ya fue 
presentado ante la Comisión binacional correspondiente, CARU. 


Otros aspectos que queremos resaltar de la actividad del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en el año 2005 tienen que ver con la obra pública realizada a través de la Dirección Nacional 
de Arquitectura. Especialmente voy a mencionar la colaboración que se prestó a la emergencia social, 
así como también el acondicionamiento de locales escolares y del Centro de Recuperación “El Portal 
Amarillo”, dependiente de la Junta Nacional de Drogas, entre otras importantes obras edilicias. 


Cabe señalar que hubo una importante tarea coordinada con la Administración Nacional de 
Puertos, por intermedio de la cual la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas asumió la responsabilidad de trabajar para dejar en condiciones mínimas e indispensables — 
es decir, techos que no se lluevan, vidrios colocados, sanitarios que funcionen- las escuelas de 


Canelones y Montevideo. Informo que se realizaron 445 actuaciones y estamos hablando de un 
Programa que vamos a procurar poner en marcha nuevamente el 1” de marzo de 2007. 


Hay que destacar que para la importante obra vial del anillo colector o vial perimetral de 
Montevideo, se realizaron durante el correr del año el cien por ciento de los estudios topográficos y las 
expropiaciones que permitirán la iniciación de la obra en el año 2006. 


En lo que tiene que ver con el transporte, hay que destacar que a partir del mes de octubre se 
implementó la gratuidad en los traslados de ómnibus a estudiantes de enseñanza media y pública de 
Canelones y San José, beneficio que se extendió en idénticas condiciones a estudiantes del mismo 
nivel del resto de los departamentos del interior, suscribiéndose los convenios respectivos con todas 
las Intendencias Municipales del país. 


Estos son los elementos fundamentales con los que desarrollamos nuestra actividad durante 
el año 2005. Además, iniciamos una tarea importante a nivel de lo que es la Dirección General de 
Secretaría del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que está fundamentalmente dirigida a la 
administración de recursos humanos. Nosotros ya habíamos hecho referencia a este aspecto en una 
comparecencia anterior, en el sentido de que había importantes desigualdades y también una 
desestructuración del funcionamiento de las distintas dependencias del Ministerio, debido a que las 
Direcciones actuaban con muchísima autonomía y las remuneraciones de los trabajadores, 
independientemente de su categoría, estaban integradas por partidas —que eran sus sueldos- que, en 
algunos casos figuraban en anexos presupuestales, pero que siempre se denominaban 
“compensaciones” y cuyo valor era absolutamente diferente de un funcionario a otro, de una 
dependencia a otra y hasta de un jerarca a otro; además, eran otorgadas discrecionalmente por los 
jerarcas de turno. Señalo que esto se daba en un marco de 4.000 funcionarios de los cuales 1.300 
tenían el carácter de eventuales. Estamos muy satisfechos por los resultados obtenidos, que nos han 
permitido poder avanzar en el ordenamiento de las estructuras -tema sobre el que, de ser necesario y 
de existir tiempo, se puede detallar más en profundidad- en la regularización de situaciones eventuales, 
así como en la incorporación de partidas de compensación con criterios de mayor equidad y como 
parte integrante de la remuneración efectiva de los funcionarios. Obviamente, todo este trabajo de 
ordenamiento debe seguir desarrollándose, porque aún no está completo. De hecho, en lo que va del 
año 2006 se ha venido trabajando en este tema y se tendrá que seguir haciendo lo propio con lo que 
se ha anunciado como el objetivo de avanzar en la reforma del Estado. A nuestro juicio, este elemento 
que consideramos importante permitirá aprovechar mejor los recursos humanos con que cuenta la 
estructura del Estado. 


En cuanto a los artículos que tienen que ver con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, quiero decir que advertimos una serie de normas que nos involucran. En este sentido, y sin 
perjuicio de que podamos dar una opinión sobre todos ellos, vamos a procurar referirnos a los que 
efectivamente fueron planteados por nosotros. 


El artículo 38 establece que los funcionarios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
que revistaban en el Puerto de Paysandú a la fecha de su asignación a la Administración Nacional de 
Puertos, serán redistribuidos en la misma. Tal como anunciáramos en su momento, nosotros 
apuntamos al desarrollo de un sistema portuario nacional para poder coordinar todas las actividades 
comerciales y, en ese sentido, consideramos conveniente que los Puertos de Paysandú y de Salto, en 
esta primera instancia, pasen a la órbita de la Administración Nacional de Puertos, como ocurrió en 
otros tiempos. Este hecho hace que debamos definir en qué carácter quedan los funcionarios que 
dependían de la Dirección Nacional de Hidrografía y cumplían función en esos puertos. Entre las 
opciones que se manejan está la de que la Dirección Nacional de Hidrografía les cambie el destino y, 
por lo tanto, la Administración Nacional de Puertos envíe a otros funcionarios o que a estos 
funcionarios se les dé la opción de pasar a la estructura funcional de la Administración Nacional de 
Puertos. Entonces, como en la valoración de esta situación prevaleció la idea de que estos funcionarios 
pasaran a la órbita de la Administración Nacional de Puertos, que estuvo de acuerdo, es que se 
propone su regularización. 


Si bien es cierto que por el artículo 38 se establece que este procedimiento queda habilitado 
a alguna otra situación que se pueda concretar en el futuro -lo que puede resultar saludable en función 


de que se están analizando otras situaciones de puertos que podría convenir que pasaran a la 
Administración Nacional de Puertos- queda resuelto el tema del Puerto de Salto en igual sentido. 
Entonces, creemos que tal vez podría ayudar a la claridad del artículo que se expresara lo siguiente: 
“que revistaban en el Puerto de Paysandú y de Salto”. Si bien ello surge de la redacción del artículo, 
creemos que este agregado podría ayudar a darle más claridad a la norma, pues le estaría quitando 
todo tipo de incertidumbre por quien hace una lectura superficial del contenido. 


Por su parte, el artículo 53 tiene que ver con la definición de algunos cargos que 
consideramos importantes. Anunciamos que estábamos promoviendo la reactivación de una Unidad 
que existía en la estructura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero que estaba vaciada de 
contenido y de funcionarios. Se trata de la Unidad Ejecutora 009, reservada para el manejo de la 
planificación de las inversiones del Ministerio. Creo que en una oportunidad anterior también habíamos 
anunciado que nuestra disposición era reactivar esta Unidad y darle contenido, porque consideramos 
que en un Ministerio como el de Transporte y Obras Públicas es fundamental que exista un trabajo de 
planificación. Es más, pensamos que debe tener una Unidad especializada para relacionarse con las 
demás dependencias del Estado que también tienen la responsabilidad de programar el futuro del país 
y no sólo concentrarse en los temas presentes. Pero además, si es cierto que el Uruguay necesita 
fortalecer sus instrumentos para atraer y permitir que se concreten inversiones, también era 
absolutamente razonable que hubiera una dependencia especializada en este objetivo, máxime cuando 
hemos recibido -afortunadamente- un número muy importante de iniciativas privadas que no sólo 
deben ser analizadas en algún lugar de la estructura ministerial, sino también gestionadas. En algunos 
casos, nos hemos encontrado con que no alcanza con presentar iniciativas en determinados proyectos, 
ya que después el procesamiento de estas iniciativas insume tanto tiempo y rebotan en tantas oficinas 
distintas que deben opinar sobre el tema, que cuando termina aclarándose si es o no conveniente para 
el país, resulta que ya pasó el momento y se perdió la oportunidad. 


Es por eso que estamos promoviendo la creación de esta función que aquí se define como de 
alta prioridad. En realidad, nuestro objetivo era que hubiera un Director de Planificación de Inversiones, 
Unidad Ejecutora 009, pero en la Rendición de Cuentas nos sugieren un mecanismo diferente, cual es, 
que primero se designe como una función de alta prioridad la de Director Nacional de Inversión y 
Planificación y que esté comprendida en el mismo régimen que el resto de los Directores. No sé si 
existe algún mecanismo que aconseje este procedimiento en función de que al mismo tiempo que se 
está poniendo en funcionamiento la Unidad, se está designando a los funcionarios que tienen que 
asumir responsabilidades en ella. 


Por otra parte, en el propio artículo 53 se promueven otras dos Direcciones con carácter de 
cargos de confianza política: la Dirección General de Transporte Aéreo y la Dirección General de 
Transporte Fluvial y Marítimo. En lo que respecta a esta última, hemos notado un retraimiento de todo 
esfuerzo por parte del Estado, en particular del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en el 
desarrollo de la actividad fluvial y marítima del país. De hecho, se paralizaron las inversiones en lo que 
tiene que ver con infraestructura portuaria, así como también se paralizaron y se postergaron las 
inversiones para impulsar las obras de dragado, imprescindibles para dar vida a esta infraestructura. 
Además, hay una serie de iniciativas que deben elaborarse y discutirse con los interlocutores, para 
promover el transporte fluvial y marítimo del país con la participación de empresarios y trabajadores 
uruguayos que quedaron en una situación de empantanamiento que está relacionada con el 
debilitamiento del sector. Esto no fue siempre así, ya que en otras épocas en nuestro país hubo una 
actividad trascendente y una influencia importante pero, de un tiempo a esta parte, ha quedado 
postergada. 


Por otra parte, hay un propuesta similar con respecto al transporte aéreo. En este caso 
estamos promoviendo una resolución por vía de decreto del Poder Ejecutivo para que el transporte 
aéreo público —es decir, el comercial- pase a la jurisdicción del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Estamos llevando a cabo este proceso de intercambio hace unos cuantos meses para no 
generar distorsiones y dar toda la seguridad que se requiere. Lo que queremos es que realmente 
mejore la participación del Estado uruguayo en la definición de políticas de transporte aeronáutico —y 
de transporte en general- sin lesionar —al menos en la medida de lo posible- la jurisdicción que tienen 
en esa especialidad las Fuerzas Armadas a través de la Fuerza Aérea. No tenemos ninguna duda de 
que hay áreas del transporte comercial —estoy hablando del transporte aeronáutico público- que deben 
estar en el ámbito del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por esa razón, entendemos que debe 


jerarquizarse esta Dirección -al igual que una Dirección de Transporte Fluvial y Marítimo- al nivel que 
ya tiene la Dirección de Transporte Carretero para que, con la participación de una estructura 
adecuada, se pueda llevar adelante una política nacional multimodal de transporte de modo de utilizar 
todas las herramientas que tiene el país en esta materia. 


No recuerdo si hay algún otro artículo directamente vinculado a nuestra Cartera que 
debamos considerar, pero hay otras normas cuyas definiciones nos abarcan. 


En ese sentido, quiero hacer un último comentario sobre un artículo que tiene que ver con el 
Inciso 14, Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque tengo una cierta 
preocupación. Ustedes recordarán que en la discusión del Presupuesto se encontró una redacción 
para que la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento —DINASA- del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente fuera asumiendo su jurisdicción. Esto nos llevó a plantear 
en su momento la preocupación de que este proceso no fuera lesionando algunas funciones que 
actualmente cumple la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Lógicamente, recorrer este camino va a llevar un determinado tiempo y exige incluso revisar el propio 
Código de Aguas, que es una ley compleja. La preocupación que queremos plantear —para que, al 
menos, quede constancia en la versión taquigráfica- es que en la definición que se hace se establece 
que esta Dirección, que se crea en el Programa 005 del Inciso 14, tendrá la potestad de formulación, 
supervisión y control de planes de protección de los recursos hídricos, agua potable y saneamiento. 
Entonces, a nuestro entender, la protección del manejo de estos recursos también implica la atribución 
de determinadas iniciativas de gestión, muchas de las cuales todavía hoy se encuentran en la órbita 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, más precisamente en la Dirección Nacional de 
Hidrografía, que es quien ejerce las competencias que le atribuye el propio Código de Aguas hasta el 
día de hoy. Lo que no queremos es que se confundan roles y que, como consecuencia de ello, puedan 
quedar espacios respecto a los cuales no se haya definido en forma perfecta de quién dependen, o 
que ocurra algo similar con otros espacios donde se definen políticas, pero cuya instrumentación hace 
que se terminen aplicando en otro inciso. 


En función de esto, hacemos la observación, porque nos parece que tendríamos que seguir 
trabajando con la estructura y las competencias actuales mientras se va realizando este complicado 
proceso de instalación de una nueva Unidad, que tendrá que entender en los temas de agua y en tanto 
se hacen las modificaciones legales necesarias, tome plena jurisdicción. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no entendí mal, creo que el objetivo que se plantea es la protección de los 
recursos hídricos vinculados al agua potable y a la red de saneamiento, pero no aquellos que podrían 
estar vinculados a la hidrografía. No me queda claro, entonces, si el Ministro pretende marcar esa 
diferencia o si afirma que esta Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento va a tomar la protección de 
los recursos hídricos en forma completa. Me parece que aquí estamos ante una cuestión de 
competencias que, de no quedar clara, traerá problemas y dudas jurídicas constantes en el futuro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Justamente, quiero señalar una 
preocupación en el mismo sentido. Alerto que valdría la pena encontrar una formulación más precisa — 
que no sé si es posible- o que en la discusión quedara claramente establecido a quién corresponde 
cierta responsabilidad y a quiénes otras, como forma de prevenir esa confusión que sería negativa para 
el país. 


SEÑOR ALFIE.- En toda la Rendición de Cuentas, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
solamente tiene tres artículos. Uno de ellos es el artículo 53, por el que se crean dos cargos de 
confianza y un tercero de contratación directa; otro, el artículo 11, que cambia la fuente de 
financiamiento y, el tercero, ya fue mencionado. Por lo tanto, no hay mucho para preguntar en cuanto al 
articulado de la Cartera, pero sí me surgen dudas con respecto a la intervención del señor Ministro 
cuando se refirió a la Corporación Vial del Uruguay y dijo que la misma estaría a su cargo. En la 


mañana de hoy formulamos una pregunta respecto a esta Corporación, porque nos parecía que se 
estaba transformando en un Ministerio de Transporte y Obras Públicas paralelo, por los montos que 
manejaría, sin ningún control presupuestal y sin saber qué obras se harían, ya que no están aprobadas 
en el Presupuesto Nacional. Quedó claro que tampoco se conocerían los montos involucrados y que se 
Operaría a través de una sociedad anónima privada, aunque se haría con gasto y deuda públicos. Todo 
esto fue reconocido por el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, pero lo que no nos supo decir 
fue cuál es el monto de inversiones previsto para esta Corporación. Debo concluir que si el señor 
Ministro dijo que estaba a su cargo, debe saber cuáles son los montos previstos para las inversiones 
de la CVU y qué obras va a hacer. 


La siguiente pregunta es respecto al hecho de que en la Exposición de Motivos y en un cuadro 
que figura al final de la misma, el Poder Ejecutivo dice que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
va a realizar obras en la Ruta 1. Se nos explicó que eso se hace por medio del levantamiento del tope 
de ejecución, por lo que no se precisa un artículo especial. En realidad, nosotros queremos saber si se 
trata de toda la Ruta 1 o de un nuevo tramo y deseamos conocer el monto involucrado en esta 
inversión. 


Por último, quisiera formular dos preguntas. Una de ellas tiene que ver con la Ley de 
Presupuesto. Creo que no aparece lo siguiente, aunque quizás sí está y no lo vi, por lo que pido 
disculpas de antemano. Al Ministerio de Transporte y Obras Públicas se le habían otorgado facultades 
para condonar deudas o hacer convenios, a fin de hacer una “limpieza” de cosas atrasadas y 
expedientes, como dijo el señor Ministro. Me gustaría saber si se tiene los datos de las deudas 
condonadas o de los convenios alcanzados con las empresas, puesto que no hemos visto ningún 
informe al respecto. 


La otra pregunta refiere lateralmente al artículo 53. Realmente, no llego a entender por qué se 
precisa un Director Nacional de Inversiones y Planificación. Hoy de mañana, los representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas nos decían que va a existir una oficina dedicada a esto, es decir, a 
atender al inversor o algo por el estilo. Supongo que las inversiones y la planificación del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas las realizan las Direcciones de Vialidad, de Hidrografía o de Arquitectura, 
que están especializadas para llevar a cabo las obras que hace su Cartera. No obstante, a mi entender 
—quizás entiendo mal- acá estamos hablando de otro tipo de inversiones, que son las que llegan al 
país. Puede estar en ello el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero si la Cartera de Economía 
y Finanzas dice que va a tener una oficina especializada para eso, no veo la necesidad de que exista 
otra. 


También relacionado con esto está el tema del puerto alternativo de Punta del Este. El Ministro 
había anunciado que, en principio, parecería que —porque capaz que ahora hay otro inversor- las 
personas o el grupo interesado tienen una deuda bastante grande con la DGI. Es decir que se trataría 
de un deudor contumaz de esa Dirección que, además, tiene problemas con el Banco Hipotecario. Tal 
vez haya otro grupo, de ser así y puesto que algo se ha mencionado, me gustaría saber sobre este 
asunto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Tal vez los señores Senadores que 
participaron en la reunión de Presupuesto anterior del Senado recordarán que, cuando nos señalaban 
el desfase que había entre las obras que proponíamos impulsar, los créditos que queríamos que se 
habilitaran y los montos presupuestales y los topes establecidos que ustedes señalaban que sólo 
alcanzaban al 55 %, nosotros planteábamos que teníamos dos formas de actuar. Veíamos que el país 
estaba donde estaba y tenía los recursos que tenía, que se había tenido que abrir inversiones y gastos 
en otras áreas como, por ejemplo, en la política del Plan de Emergencia —no únicamente, también se 
hizo referencia a las inversiones en energía- y que de algún lado tenía que salir la plata. Con ese límite 
fue que empezamos a caminar. Por lo tanto, podíamos resignarnos y pasar raya en lo que establecían 
los topes presupuestales y punto o hacíamos un esfuerzo, para lo cual pedíamos colaboración. Dicho 
esfuerzo estaba dirigido a procurar captar otras líneas de financiamiento que pudieran no afectar los 
compromisos fiscales del país, pero que, a su vez, nos permitieran aumentar las posibilidades de 
invertir en obra pública y en infraestructura. En esa dirección trabajamos y procuramos recorrer 
caminos. Recuerdo que, en la reunión que mantuvimos con los señores Senadores aquí mismo, se 
discutió acerca de si eran posibles o no. Algunos pasos ya se dieron; somos optimistas en cuanto a 
poder concretar algunos más e, incluso, se están preparando otros mecanismos. En esa instancia, 


mencionamos cinco caminos posibles, cinco rubros en los que queríamos trabajar, de los cuales tres ya 
se han concretado y veremos si podemos concretar otros. Aún no hemos tenido la posibilidad de 
avanzar en cuanto a la emisión de obligaciones, pero se ha trabajado en ella y está bastante pronta 
para sacarla al mercado. 


En materia de concesiones de obra pública, en aquella oportunidad dijimos que eran 
herramientas que queríamos usar y, para ello, de alguna manera teníamos que rescatarlas en su 
contenido, porque habían sido muy mal utilizadas. La prueba está en que tuvimos que renegociar una 
serie de concesiones, a otras tuvimos que pedirles afirmación y otras debimos rescindirlas. Inclusive, 
todavía estamos discutiendo una salida para algunas de ellas. 


Sin embargo, nosotros no eliminamos la posibilidad de recurrir a la concesión de obra 
pública. Es más, aspiramos a que algunas obras que no podemos abordar con los recursos que 
manejamos actualmente, puedan realizarse a partir de la concesión de obra pública. En esa dirección, 
nos planteamos la reestructura de la Corporación Vial que, como es notorio, es la razón de la llamada - 
en su momento- Megaconcesión, que no inventamos nosotros ni se votó en este período, sino que es 
algo que recibimos y, sobre la base de los criterios que se podía utilizar, realizamos un largo proceso 
de análisis, de trabajo y de negociación. Incluso, después de bastante tiempo en consulta con el 
Tribunal de Cuentas, fueron aprobadas modificaciones que implican un relacionamiento mucho más 
fluido entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la Dirección de Vialidad y la Corporación Vial 
Sociedad Anónima, que depende de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Se incluyó un cambio 
en la integración de su Directorio, por lo que está integrada por un miembro de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, que la preside y un representante del propio Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. En esa dirección, tenemos un trabajo muy relacionado entre la Dirección de Vialidad -que, 
por definición, apoya, asesora y suministra toda la asistencia técnica a la Corporación Vial Sociedad 
Anónima- y la propia Corporación Vial Sociedad Anónima. Hemos estado promoviendo de qué modo, 
en la medida en que se van logrando recursos para el funcionamiento de la Corporación Vial, vamos 
transfiriendo la responsabilidad de ejecución de obras. Esto nos permite adelantar obras que, de otra 
manera, a la espera de recursos, estarían mucho más rezagadas en el cronograma. 


Aspiramos a que, para 2007, la Corporación pueda concretar un monto de U$S 57:000.000, 
pero confesamos que, si encontramos mecanismos para poder incrementarlo, en la medida en que 
tenga un volumen razonable y esté en relación con la capacidad de ejecución de obras que pueda 
existir en el país, empujaremos para que se pueda realizar más. 


Las principales obras —entre las que se encuentra el colector perimetral- están transferidas a 
la Corporación Vial del Uruguay y tal vez en el futuro, en la medida en que se pueda ir concretando el 
ingreso de mayores recursos para dicho organismo -más allá de sus recursos presupuestales- vamos a 
ir sacando obras de la larga lista que tiene el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para 
incorporarlas a la Corporación. Un mecanismo de este tipo fue lo que nos permitió prever que una 
obra que estaba fuera del período, como el Puente sobre el Río Santa Lucía en la Ruta 11, pudiera 
incorporarse a la realización en este período de Gobierno. Es más; si tenemos la posibilidad de 
encontrar algún otro mecanismo -como por el ejemplo la concesión de obra pública y demás- lo 
iniciaríamos de inmediato, porque su necesidad es inmediata, más allá de que a veces no se puede 
hacer lo que es urgente. 


En definitiva, tenemos muchas obras en la lista para llevar a cabo, pero no le damos mayor 
urgencia, porque no tenemos los recursos para hacerlo y no porque no se necesiten. Este es, en cierto 
modbo, el criterio con el que nos estamos manejando. 


En lo que tiene que ver con la Ruta 1, puedo decir que efectivamente hemos logrado a través 
de otros instrumentos que ya habíamos anunciado y que se pudieron concretar —me refiero a la 
posibilidad de que el Fondo Monetario Internacional, en función del alto cumplimiento que tiene el país 
en relación a sus obligaciones, pudiera liberar determinados recursos para proyectos específicos- que 
se financie un tramo por un total de U$S 10:000.000 a U$S 11:000.000 desde la salida de Tarariras 
hasta el “by pass” de la Ruta 1 de Colonia Valdense. Incluso, allí se ha planteado la concreción de una 
solución de doble vía; ese tramo era uno de los que ya estaba programado, pero no contábamos con 
los recursos necesarios para hacerlo pero, a través de este nuevo instrumento que surge, estamos en 


condiciones de prepararlo para su realización. Esa obra empezaría ya, porque tenemos los recursos 
necesarios para gastar. 


En cuanto al mecanismo de multas, es cierto que pedimos que nos dieran una facultad —y así 
fue- de una serie de multas a través de un mecanismo de pesaje que no funcionaba. Todavía no lo 
hemos utilizado -pero lo haremos este año- porque nos dio más trabajo de lo que pensábamos lograr la 
certificación oficial, a través del LATU, de los equipos que necesitan certificar las distintas balanzas que 
existen en el país para así ponernos a salvo de las impugnaciones que permanentemente recibíamos 
por su funcionamiento y que siempre se discutía, particularmente, por los márgenes de error que 
aquellas tenían. Sin embargo, se ha avanzado mucho y con el LATU se ha encontrado un mecanismo 
para la regulación de un camión especializado que es el que de alguna manera regula todas las 
balanzas. De todas maneras, hemos encontrado que no basta con esto y que es necesario que la 
certificación la haga el propio LATU en cada una de las balanzas. Pero, es claro que dicho organismo 
no tiene previsto este mecanismo, por lo que debe instrumentarlo para que se haga la regulación 
correspondiente y después se pueda lograr la certificación, de modo de ponernos absolutamente a 
salvo de un cuestionamiento que nos llevaba a perder la capacidad de multar en forma eficaz. 


Entonces, ¿por qué no hemos utilizado el mecanismo que nos autorizó el Parlamento? Porque 
queremos que cuando se ingrese en el remate de esto, pongamos todo en el paquete y así resolver de 
la manera más conveniente para el país. Mientras tanto, no quisimos realizar esta condonación de 
multas que habíamos anunciado, lo que por cierto es algo discutible, pero preferimos hacerlo así y 
resolver el problema para poder establecer después una nueva etapa de trabajo. 


SEÑOR ALFIE.- Si no recuerdo mal, también había algo por el estilo con el tema del transporte 
interdepartamental de pasajeros y algo relacionado con tasas portuarias. En ese sentido, había tres 
artículos que autorizaban a hacer convenios. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Recuerdo un artículo que podía llegar 
hasta la exoneración del cabotaje y eso se está regulando. Si bien se han manejado tarifas 
preferenciales, estamos fortaleciendo, justamente, el área de transporte fluvial y marítimo para 
desarrollar una política. 


En lo que tiene que ver con las multas del sistema de transporte de pasajeros, el tema era 
más complejo porque, por un lado, está el aporte de la tasa del 5%, en lo que muchas empresas no 
habían cumplido y, por otro, hay que considerar la contrapartida que algunos organismos del Estado le 
debían a estas empresas por servicios cumplidos. En ese aspecto, se está trabajando para realizar las 
compensaciones del caso. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, todavía no hay nada concreto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Se ha estado trabajando en este tema, 
es un instrumento que tenemos para la regularización de la situación de las empresas. 


En cuanto al artículo 53, creo que en un país como el nuestro, lo que promovemos en 
materia de inversiones, es un esfuerzo que no puede ser potestad exclusiva de un solo Ministerio o 
dependencia; tiene que ser una preocupación que debemos tener a nivel del Gobierno Nacional y de 
los Gobiernos Departamentales y cada uno lo debe promover en la medida de sus posibilidades, de 
su influencia, de sus vínculos o de las actividades que desarrolla. Estamos enterados que el Ministerio 
de Economía y Finanzas está procurando orientar políticas que faciliten las inversiones en el país, pero 
eso no entra en contraposición con lo que es nuestra preocupación específica. Cuando los proyectos 
de iniciativa privada, vinculados a puentes, carreteras, obras y emprendimientos portuarios llegan a la 
Presidencia de la República —según está establecido por la Ley No. 17.555- se hace el acta 
correspondiente a través de su escribanía y después se derivan al Ministerio competente. A nosotros 
nos han llegado proyectos de inversión y cuando ellos tienen que ver con el desarrollo de un puerto o 
con un puente y un by-pass, no los derivamos al Ministerio de Economía y Finanzas para que vea lo 
que hace con estas iniciativas; no, nosotros tenemos, primero, que promover su estudio y analizarlo en 
lo que tiene que ver con las competencias de nuestro Ministerio y después recurrir al Ministerio de 


Economía y Finanzas para preguntarle sobre los aspectos que le atañen como, por ejemplo, el 
funcionamiento de un casino o el establecimiento de una zona franca. También es preciso ir al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para analizar todo lo que tiene que 
ver con esa Cartera, con la DINAMA, etcétera. Si no hacemos todo eso de una forma mucho más vital 
y potente, cuando el asunto da toda la vuelta ocurre lo que está pasando ahora, que nos están 
llegando expedientes del año 2003. Cabe aclarar que no se trata de que alguien los haya encajonado, 
sino simplemente de que, al ritmo del funcionamiento del Estado, esos documentos llegan cuando 
llegan. 


Debemos preguntarnos si realmente tenemos interés o no en que se generen inversiones, en 
que haya trabajo y en que todo, si se puede, se ponga en marcha. En lo personal, lamentablemente, 
estoy seguro de que los dieciséis o diecisiete proyectos que en este momento tenemos para analizar 
no van a poder concretarse en su totalidad, incluso porque algunos constituyen ofertas para un mismo 
caso y un mismo punto. De todos modos, creo que hay posibilidades de que algunas de esas 
iniciativas se concreten y ello puede representar la generación de trabajo para muchos uruguayos que 
verdaderamente lo necesitan. 


Precisamente, con respecto a esa generación de trabajo quiero abordar el último planteo, que 
es el que tiene que ver con la alternativa para el Puerto de Punta del Este, que en realidad no 
representa efectivamente una alternativa, sino una complementación de dicho Puerto. Para esa 
terminal portuaria —concretamente, para el Puerto histórico de la Península- también se han presentado 
algunos proyectos de iniciativa privada muy interesantes, que toman la idea de preservar la identidad 
de Punta del Este, no realizando transformaciones que terminen convirtiéndose en otra cosa. Hay 
proyectos dirigidos a la Punta, que se han pensado muy a la medida de esa zona y que pueden 
concretarse en emprendimientos muy lindos que también van a generar inversión, actividad económica 
y trabajo. 


En lo que tiene que ver con Punta del Chileno —o donde fuere- la propuesta sigue avanzando 
y en este momento nos encontramos en la etapa de elaboración del pliego para hacer el llamado 
público, es decir, el concurso público imprescindible para permitir la adjudicación y, en definitiva, poner 
en marcha la obra. El proyecto incluye un emprendimiento inmobiliario importante, otro de carácter 
hotelero con casino y la construcción de una infraestructura que incorpora un gran muelle, con 
instalaciones y servicios para recibir ferries, cruceros y un área para seiscientas amarras. Sin duda, se 
trata de un proyecto importante, que según la estimación de quienes presentaron en su momento la 
idea y posteriormente el plan definitivo, puede representar una suma de alrededor de U$S 
300:000.000, lo que no sólo significaría una gran inversión, con generación de mucho trabajo, sino 
también la transformación de una zona de la Bahía de Maldonado que había quedado rezagada y tal 
vez un poco decaída. 


En su momento, se hizo público —incluso en alguna oportunidad vinimos al Parlamento para 
brindar las informaciones pertinentes- cómo habíamos procedido frente a las observaciones que se 
habían formulado sobre algunas personas que aparecían como integrantes de la empresa 
emprendedora. En esa oportunidad quedó demostrado que nos habíamos ajustado estrictamente a lo 
que requiere la ley para presentar una idea. Posteriormente tendrían lugar las instancias en las que 
habría que presentar el proyecto definitivo y, una vez presentado el mismo, corresponderá hacer el 
llamado, quedando para una etapa posterior a la adjudicación de la obra el planteo de todas las 
exigencias que tendrán que ver con la solvencia de quienes están haciendo la propuesta, así como con 
los tiempos y las condiciones para llevar adelante la obra. 


Sabemos que algunas de las denuncias —vinculadas, fundamentalmente, con el dueño original 
del terreno donde se ubicaría el emprendimiento- han sido atendidas; el propio grupo interesado en 
llevar adelante la inversión ha ido haciendo las modificaciones empresariales y sociales, que en 
definitiva son su problema. Nosotros debemos examinar en qué condiciones se realiza la propuesta 
definitiva. La verdad es que tenemos expectativas en cuanto a que esto pueda concretarse a corto 
plazo. 


SEÑOR ANTIA.- ¿El anteproyecto tiene autorización del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Todo proyecto debe pasar por una 
tramitación que incluye, por cierto, la habilitación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. También se exige la autorización de las autoridades departamentales para habilitar 
las características de la construcción, como así también las resoluciones correspondientes de parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas en lo que tiene que ver con la habilitación del casino, del shopping 
y demás. 


En resumen, estos son los trámites que se están llevando adelante, antes de hacer el llamado. 
¿Por qué? Porque cuando el Poder Ejecutivo haga el llamado, incluirá qué es lo que autoriza y cuál es 
el límite hasta el que está en condiciones de aceptar las ofertas. La gestión ambiental, sin embargo, es 
una condición que deberá gestionarse previamente a la construcción del emprendimiento. 


SEÑOR ANTIA.- La autorización ambiental debe ser previa a la autorización del emprendimiento y no a 
la construcción. Al menos, eso era lo que nos reclamaban cuando hicimos estacionamientos —en 
oportunidad en que era Intendente- en una playa muy cercana a la que, en teoría, se convertirá en 
puerto. En aquel entonces habíamos iniciado una autorización ambiental previa en el Ministerio, que no 
hacía objeción. Incluso, recuerdo que hubo una gran discusión pública. Entonces, ahora que se 
proyecta eliminar una playa permanente y un parador en aras de un puerto, el Poder Ejecutivo habrá 
puesto en la balanza todos los elementos medioambientales que debe tener en cuenta una propuesta 
de esta magnitud antes de ser aprobada. 


En consecuencia, quisiera saber si hoy eso forma parte importante de la visión del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- La habilitación ambiental se va a 
procesar tal como lo establece la ley. Seguramente, el señor Senador recuerde que hay una audiencia 
pública. Por lo tanto, en su momento se enterará de esa instancia de discusión. Se aceptó la idea y 
ahora se está trabajando en el proyecto. Esperamos que pueda abrirse camino, pero esto no está 
resuelto ni nadie puede confirmarlo hasta que se cumplan las distintas etapas. 


SEÑORA DALMAS.- Quisiera hacer una pregunta que responde a inquietudes de vecinos del 
departamento de Colonia. Al parecer, la Ruta 21 tiene dos tramos y, concretamente, deseo saber cuál 
es la realidad de ese proyecto y qué se piensa hacer de aquí en más. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- En realidad, tiene tres tramos. Uno 
está precioso, otro —si bien no se le hizo un arreglo definitivo- está muy bien y en cuanto al restante, 
estamos luchando para superar la situación de una empresa que tuvo dificultades y se vio muy 
comprometida. Me refiero a la empresa Palenga, con la cual se hizo una renegociación a fin de que 
pueda comenzar los trabajos. 


SEÑORA GARCIA.- Efectivamente, el tramo en el que actualmente se está trabajando -es decir Nueva 
Palmira-Arenal Chico- es el que más dificultades presenta, porque está efectivamente en obra, con 
todos los inconvenientes que ello genera. 


Por otro lado, el tramo al que el señor Ministro alude —que se ha trabajado con la empresa- 
está en un proceso de acuerdo, con un cronograma que intentamos sea cumplido de la forma más 
estricta posible, de modo que en un plazo de doce a dieciocho meses estimamos que esté terminado. 
El tramo siguiente estaba en muy mal estado; se hizo un esfuerzo por parte de la propia 
Administración, con la Regional y con recursos que se volcaron para lograr una mejor transitabilidad. 
Además contamos con los recursos disponibles para poder llamar a licitación y poder ejecutar ese 
tramo a continuación del anterior. Efectivamente, y a pesar de todos los recortes, está previsto ejecutar 
la totalidad de la obra. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Según el Poder Ejecutivo, uno de los pilares fundamentales que sustentan 
esta Rendición de Cuentas es el fortalecimiento de la inversión pública como mecanismo de 
retroalimentación en el crecimiento económico. Inclusive, el señor Ministro de Economía y Finanzas 
nos ha expresado que la inversión en infraestructura es una de las prioridades. Concretamente 


queremos saber cuántos recursos adicionales a los ya presupuestados se destinan a su Cartera, en 
esta Rendición de Cuentas, para inversiones. Me refiero, específicamente, a la diferencia en más con 
relación a los recursos ya presupuestados, porque se ha hablado de cuánto crece esta Rendición de 
Cuentas con respecto al Presupuesto Quinquenal. Por lo tanto quiero plantear esta pregunta 
directamente a su Cartera, en función de los recursos presupuestados en el Presupuesto Quinquenal y 
a los que ahora se destinan, en más, por esta Rendición de Cuentas. 


Para ser más concreto deseo formular algunas otras preguntas. Las obras de mejora en la 
Ruta 1, como así también las de dragado del Puerto de Montevideo, ¿se harán con recursos nuevos 
que le tocan por la Rendición de Cuentas o coinciden con los rubros ya presupuestados a tales fines y 
lo único que se hace es levantar los topes establecidos por el Ministerio de Economía y Finanzas, sin 
perjuicio de que, como sabemos, serían ejecutados por la Corporación Vial? 


Otra pregunta que quiero trasladar al señor Ministro refiere al artículo 85 de la Rendición de 
Cuentas, según el cual se destinarían para el Ejercicio 2006 $ 604:000.000, a efectos de viabilizar 
emprendimientos para mejorar la infraestructura ferroviaria. ¿Cómo se relaciona esto con los planes de 
la Cartera en cuanto a la asociación con privados? 


Tengo otra interrogante que refiere al dragado del Río Uruguay. Como el señor Ministro 
sabrá, se trata de una obra prioritaria y estratégica para el país. El miércoles pasado preguntamos a 
este respecto al señor Ministro de Economía y Finanzas, en su primera comparecencia, y nos dijo que 
no había recursos en el Presupuesto ni en la Rendición de Cuentas para dicho dragado. Eso fue lo que 
expresó el señor Ministro de Economía y Finanzas, según emerge de la versión taquigráfica de esa 
sesión. Formulo la pregunta al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas específicamente sobre 
esta obra. Sabemos que cuando se manejan recursos escasos, obviamente, hay que manejar 
prioridades; ojalá que todas las obras necesarias o fundamentales se pudieran realizar. Va de suyo 
ello, pero creemos que es vital el dragado del Río Uruguay y por eso preguntamos en consecuencia. 


Otra de las preguntas —aun cuando ya entramos en un terreno trillado- hace mención a lo 
que ya se ha dicho con relación al artículo 53 del proyecto de Ley de Rendición de Cuentas. Ahí se 
observa un aumento del gasto, pero referido a la creación de cargos -y, por tanto, el incremento se 
traduce en más remuneraciones-: Director Nacional de Inversiones y Planificación; Dirección Nacional 
de Transporte Aéreo y, dentro de ella, el cargo de Director General de Transporte Aéreo y Director 
General de Transporte Fluvial y Marítimo. La pregunta que queremos realizar -por supuesto, nos 
hacemos cargo de que el señor Ministro algo ha contestado, pero insistimos en la interrogante- tiene 
que ver con la justificación de la creación de estos nuevos cargos que van a insumir $ 1:400.000 por 
año, según tenemos entendido. Sin perjuicio de las explicaciones que el señor Ministro ha dado en esta 
comparecencia -que, obviamente, en su legítimo derecho intentan justificar la creación de estos 
cargos- queremos que abunde un poco más en la justificación de la naturaleza de particular confianza 
de los mismos. Decimos esto, habida cuenta que se supone que antes en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas —no lo conozco en su extensión; obviamente, el señor Ministro lo conoce en toda su 
dimensión por el ejercicio del cargo- alguien estaría cumpliendo precisamente esa tarea de 
coordinación, de planificación, de inversión, de canalización de la inversión. 


Esas son las preguntas que queríamos realizar. 


SEÑOR LONG.- Mi inquietud está en vinculación directa con lo que acaba de decir el señor Senador 
Larrañaga al final de su intervención sobre la creación de los cargos que ha mencionado, pero yo voy a 
enfatizar en el caso de la Dirección Nacional de Inversiones y Planificación. Este mismo hecho de 
alguna forma ya se está dando, pues hay planteos de inversión desde hace muchos años y 
frecuentemente en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, en el Ministerio de Turismo y Deporte — 
también frecuentemente- así como en diversos organismos del Estado. Si en todos ellos se va a crear 
una Dirección de Inversiones para determinadas tareas, me parece que se estaría haciendo crecer 
demasiado el tema. En cambio nos ha parecido que en el Ministerio de Economía y Finanzas, en 
donde hay que compatibilizar de alguna forma los grandes criterios de esas inversiones con las 
también grandes líneas de la economía del país, puede ser razonable. Sin embargo nos parece 
totalmente redundante que se cree una Dirección de Inversiones en cada Ministerio y en cada 
organismo del Estado porque, a mi juicio, el rol en ese caso es distinto de lo que recién mencionó el 


señor Ministro. Creo que hay un papel técnico que pueden cumplir perfectamente los Ministerios con 
sus cuadros técnicos. Sin ir más lejos, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuenta con esos 
cuadros técnicos. Detrás del señor Ministro están, precisamente, dos ingenieras de altísimo nivel que 
integran dichos cuadros, como son la ingeniera Susana García, que es Directora Nacional de Vialidad y 
la ingeniera Carlomagno, que también forma parte de esa repartición. Además, también tiene al 
ingeniero Edi Juri en la Dirección Nacional de Hidrografía. 


Entonces, teniendo en cuenta que los recursos presupuestales han disminuido notoriamente, 
es probable de que tengamos recursos humanos como para poder cubrir estas otras alternativas. 


Además, ya ha habido numerosos casos de concesiones de obras públicas -en el campo 
portuario, en el vial y en diversas áreas- como los mencionados por el señor Ministro que, de alguna 
forma, han sido atendidos con los servicios técnicos. En todo caso, puede corresponder reforzarlos o 
darles los instrumentos necesarios, pero más bien respaldando lo que ya existe y no creando 
permanentemente nuevas Direcciones. 


Por otra parte, no coincido con el rol de gestión que supuestamente debería realizar un 
Ministerio. Es decir que al recibir un proyecto, lo debe analizar técnicamente y producir los informes 
correspondientes, pero después es verdad que existe una cantidad de interacciones que no deben ser, 
a mi juicio, relacionadas o llevadas adelante por el propio Ministerio. 


En resumen, creemos que, más allá de este caso puntual que se da ahora con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, como concepto general, el país debe favorecer y estimular la inversión y 
estar receptivo a la misma, pero que ello no es sinónimo de generar más y más Unidades que trabajen 
sobre este tema. 


De modo que, en principio, no compartimos esta iniciativa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Para terminar, señor Ministro, quería hacerle una última pregunta, pidiéndole 
que su respuesta sea lo más concreta posible. 


Personalmente y con toda franqueza, el hecho de que la Corporación Vial termine siendo 
ejecutora, me suena a una enorme discrecionalidad. Digo esto, porque estamos hablando de una 
sociedad anónima privada, que funciona con fondos públicos, para ejecutar planes de una Cartera. 


Algo preguntó el señor Senador Alfie sobre ese tema y yo quiero hacer llover un poco sobre lo 
mojado porque, realmente, que una sociedad anónima, de funcionamiento privado y con integración 
también privada —aunque con alguna integración pública- termine ejecutando un plan de obras públicas 
con fondos públicos, me suena a una suerte de extraordinaria tercerización del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas. 


SEÑOR ALFIE.- En el mismo sentido, quería decir que según la Exposición de Motivos y lo que dijo el 
Ministerio de Economía y Finanzas, estamos considerando U$S 40:000.000, pero aquí el Ministro 
habló de U$S 53:000.000, por lo que ya tenemos una cifra con más del 30% de diferencia. Además, 
dijo que si conseguía algún mecanismo más, también iba a ser mayor la cifra este año. Aquí estamos 
viendo entonces cómo estamos disfrazando el gasto público; estamos haciendo gasto público por fuera 
del Presupuesto, por fuera de los límites y por fuera de todo. Eso es lo que estamos haciendo. Como 
bien señaló el señor Senador Larrañaga, es una sociedad anónima de Derecho Privado que ejecuta 
fondos públicos y su deuda es pública, porque está garantida por el Estado en su casi totalidad. Digo 
esto, porque ya se dijo que la deuda contraída con la Corporación Andina de Fomento va a tener 
garantía pública; que la de las obligaciones negociables, seguramente también; y la única que no la 
tendría sería la que viene por la ventanilla privada del BID. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Ministro: me parece que este es un mecanismo extremadamente 
peligroso para las arcas públicas y para el propio gerenciamiento del Ministerio. Me gustaría que el 
señor Ministro cuando responda esta pregunta sea lo más concreto posible, a efectos de poder 
enmarcar lo que significa el funcionamiento de la Corporación Vial. Además, me gustaría saber con 


qué y cuántos recursos van a ser ejecutados a través de este mecanismo, habida cuenta que los 
controles pueden no ser iguales a los que se llevan a cabo en cualquier dependencia pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra al señor Ministro, quisiera recordar que están 
anotados para hacer uso de la palabra los señores Senadores Moreira y Da Rosa y que ya se 
encuentra en la Casa el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Con respecto al primer asunto que se 
me planteó, no es novedad, reitero, que los recursos que se dispusieron para la realización de obra 
pública en el Presupuesto general resultaban insuficientes para el conjunto de obras que 
necesitábamos llevar adelante. Estamos satisfechos en el sentido de que tal como se discutió en el 
seno del Consejo de Ministros —no en esta Sala cuando se analizó el Presupuesto- en la medida en 
que la evolución de la economía vaya permitiendo ampliar los márgenes, ellos se utilicen para 
fortalecer otras áreas, en función de las prioridades que se decidieron en el propio Consejo de 
Ministros y que seguramente el equipo económico también expresó en este ámbito: educación, salud, 
seguridad e infraestructura. Pero esto no quiere decir que lo que puede haber sido una mejora de los 
datos presupuestales resulten satisfactorios para nosotros ni mucho menos que sean suficientes para 
abordar el conjunto de necesidades que tiene el país. Simplemente, estas transferencias a las que hoy 
hicimos referencia en la presentación presupuestal, son la confirmación de la voluntad que hay en el 
sentido de que, en la medida en que se generen espacios y posibilidades, se irán atendiendo las 
urgencias y, justamente, dentro de ellas, está la necesidad de reforzar las inversiones en 
infraestructura. En el año 2006 recibimos $ 262:500.000 y está aumentando la cifra presupuestal. 
Además, en el año 2007 se contabilizarán $ 212:500.000. No estamos hablando de cifras 
trascendentes, aunque sí lo son si consideramos que están marcando una actitud, un esfuerzo —que no 
es chico- en el sentido de ir encontrando caminos para reforzar las posibilidades de inversión del 
Estado. Sinceramente, aspiramos que en el año 2008 podamos dar un salto bastante mayor y que en 
el 2009 ocurra algo similar. Además, el país necesita dar saltos mayores y, por cierto que la posibilidad 
de dar un salto de esas dimensiones será la comprobación de que el Uruguay y sus habitantes están 
mejor. 


Esta es la explicación que puedo brindar al señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero decir que entendí y comparto los propósitos expresados por el señor 
Ministro, pero no así el tema de los montos. Con relación a este punto, me gustaría saber a cuánto 
ascienden los montos presupuestados —esto es, los que tuvieron lugar a partir del Presupuesto 
Quinquenal- y aquellos que fueron otorgados en más por la Rendición de Cuentas. Esto es lo que yo 
aspiraría a conocer por parte del señor Ministro. Es posible que yo no haya escuchado al señor 
Ministro cuando hizo mención a este aspecto, por lo que le pido disculpas, pero quisiera saber con 
cuánto contó el señor Ministro para ejecutar en el año 2005 y cuánto va a tener en el 2006, después 
de que se apruebe la Rendición de Cuentas. 


Por otra parte, quiero recordar al señor Ministro que también le formulé una pregunta 
vinculada al dragado del Puerto de Montevideo y a la Ruta 1. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Solicito al señor Senador que reitere la 
pregunta relacionada con la Ruta 1. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Concretamente, pregunté al señor Ministro si está previsto que la ejecución de 
las mejoras de la Ruta 1 y el dragado del Puerto de Montevideo se realicen con recursos del 
Presupuesto o con los que sean adjudicados a través de la presente Rendición de Cuentas. Esta es la 
pregunta específica vinculada a estas dos obras puntuales. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Reitero que para el año 2007 está 
previsto un incremento de $ 212:500.000. Y para las mejoras de la Ruta 1 y el dragado del Puerto de 
Montevideo, que está previsto para la Administración Nacional de Puertos, debo decir que se cuenta 


con los recursos adicionales al Presupuesto. Como saben los señores Senadores, la Administración 
Nacional de Puertos tiene un desafío importante que abordará con recursos propios. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia. Varias señoras Senadoras y otros tantos señores 
Senadores del Gobierno reclamamos, durante la etapa del Presupuesto Nacional, más y más inversión 
y, sin embargo, esa voz no se hizo pública. Ahora, nos alegramos que en esta Rendición de Cuentas 
se refleje este aspecto, es decir, el de lograr una mayor inversión para obras que se necesitan. Es por 
esa razón que consideramos muy importante que se obtengan recursos, no sólo porque hay una mayor 
recaudación fiscal, sino también porque el Ministerio ha buscado algunos instrumentos para realizar 
obras que se pagan por sí solas, porque les generan más recursos al Estado o por peajes u otros 
mecanismos a los que aludió el señor Ministro en la instancia del Presupuesto. Es más; en esa 
ocasión, recuerdo que el señor Ministro señaló cinco caminos posibles de financiamiento, incluidas las 
obligaciones, que posibilitarian llevar a cabo obras que por sí mismas permitirían la recaudación 
correspondiente. 


Ahora bien, si aquí lo que se cuestiona no es la inversión ni las obras en sí —pues ello cuenta 
con la autorización legal por parte del Presupuesto o, incluso, de otros Presupuestos anteriores que se 
aprobaron en su oportunidad- sino el instrumento de esta empresa vial que tiene las acciones del 
Estado; si el tema pasa por la transparencia con la que ello se va a hacer, por los controles y los 
mecanismos que se utilicen, quiero señalar que no tenemos inconveniente alguno en que todo esto se 
realice con la máxima transparencia posible. Quiero dejar constancia de que en torno a este aspecto 
no vamos a generar discusión, sino por el contrario, un punto de encuentro con todo el resto del 
Parlamento. Ahora bien, queremos que se hagan obras; el señor Ministro está empeñado y ahora 
disponemos de recursos, por lo tanto, no tenemos más que aplaudir. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- En oportunidad de llevarse a cabo la 
discusión presupuestal, planteamos que íbamos a hacer un esfuerzo para lograr la recuperación del 
modo ferroviario del país. Nos costó encontrar la forma de dar expresión al camino que pretendíamos 
recorrer, pero de a poco lo fuimos haciendo y la resolución adoptada en el Presupuesto anterior ayudó 
en ese sentido. En esta oportunidad tenemos a AFE unificada; AFE es un Ente Autónomo, una sola 
empresa. Este aspecto no es menor, porque aún no hemos logrado —y no sé cuánto tiempo nos va a 
llevar- volver a juntar los pedazos que formaban parte de AFE, que han sido cedidos a través de 
comodatos, de arrendamientos, etcétera, y que andan desparramados por ahí. Entonces, procuramos 
ir reuniendo el patrimonio de AFE para que pase a ser AFE como razón jurídica, pero también como 
empresa que tiene todo su patrimonio y sus servicios. 


Por otra parte, también solicitamos —y acá se nos concedió la autorización- la conformación 
de una empresa que fuera capaz, con participación privada, de abordar la tarea de hacer negocios con 
cargas ferroviarias. Pues bien, se ha trabajado durante todos estos meses, se ha hecho alguna 
presentación pública y estamos a punto de hacer un llamado para la conformación de esa empresa, 
que va a actuar en el ámbito del Derecho Privado. Dicha empresa va a estar conformada por AFE y por 
empresarios que saldrán de un concurso público —o sea, como consecuencia de ese llamado- y tendrá 
en sus manos la gestión y la administración del negocio, es decir, va a promover los negocios de carga 
ferroviaria. 


Por otra parte, para que el ferrocarril funcione necesitamos que la infraestructura esté en 
condiciones de dar determinadas garantías de uso. Este se ha constituido en un obstáculo que ha 
hecho perder clientes a AFE —cuando existían posibilidades de manejar esos clientes- debido a las 
condiciones inadecuadas por eje, y también de las vías, que motivaban velocidades absolutamente 
ridículas o descarrilamientos. A este respecto, vamos a fortalecer una figura que ya existe: la 
corporación ferroviaria, con el fin de lograr la recuperación de la infraestructura vial de AFE, a través de 
inversiones. En aquel entonces —hace un año- dijimos que se necesitaba una suma en el entorno de 
los U$S 90:000.000 y U$S 100:000.000, y la cifra que se va a precisar ahora para la recuperación de 
infraestructura e incorporación de equipos no es menor que esa. Por su parte, los $ 604:000.000 van a 
ser invertidos en la capitalización de AFE con el objetivo de fortalecer esa corporación ferroviaria, que 
va a asumir la recuperación de la red vial. 


Creemos que esta estructura que se está proponiendo tiene posibilidades de ser interesante para que 
los empresarios inversores puedan asociarse en el negocio y, de ese modo, podamos tener el resto de 
los recursos que son imprescindibles para que en este país se ponga en marcha el ferrocarril. 


Con respecto al dragado del Río Uruguay, ustedes saben que por su estatuto, la 
responsabilidad sobre el mismo -si es que la CARU funciona como debe hacerlo- está dividida en 
sectores. Uno va del kilómetro cero del Río Uruguay hasta Concepción del Uruguay y allí la 
responsabilidad del señalamiento, balizamiento y dragado es de la República Argentina. Es notorio que 
los problemas que hay en la actualidad han sido un inconveniente para poder procesar una discusión 
sensata y razonable que resulte favorable para el Uruguay, pero también lo han sido para la Argentina, 
porque no hay que olvidar que Concepción del Uruguay está sumamente interesada y necesitada de 
que este proceso realmente se lleve adelante, independientemente del problema de las plantas de 
celulosa. Aquí hay una diferencia, porque en el caso de que Argentina concrete el dragado -cabe 
aclarar que en algunas zonas lo está haciendo y también el balizamiento- lo haría hasta los 23 pies de 
profundidad y nuestra aspiración es que de Fray Bentos hacia Nueva Palmira se pudiera dragar a 27 Ó 
28 pies. El balizamiento y dragado del tramo que va desde Concepción del Uruguay hasta Paysandú 
y Salto le corresponde al Uruguay. El balizamiento en general se hizo a través del SOHMA y estamos 
trabajando para que refuerce esta tarea. En cuanto al dragado, tenemos una situación que está en 
discusión y que exige la definición de la CARU. El canal que habitualmente se dragaba era el Almirón, 
pero realmente está muy saturado. Del lado argentino se encuentra el canal Urquiza que está muy 
cerca de la costa Argentina, pero en la actualidad, también presenta problemas de dragado. El otro 
canal, que es el que está más cerca de la costa uruguaya, es el Casa Blanca, al que se le podría hacer 
un dragado de no mucho volumen y en una longitud no demasiado importante del río. Según dicen los 
que saben del tema, la propia corriente de agua mantendría este canal en mejores condiciones que los 
demás. El problema radica en que Argentina no está muy inclinada a habilitar el dragado más fácil y 
más bien querría hacerlo al Canal Urquiza, mientras que nuestro país no prefiere el dragado a ese 
Canal. Por otra parte, el costo del dragado al Canal Almirón se tendría que estimar de manera muy 
especial. Entonces, para poder asegurar, por ejemplo, la presencia del ANCAP Noveno en forma 
regular en Paysandú, el dragado que necesita el Casa Blanca sería relativamente pequeño. Estuvimos 
estudiando que con la Administración Nacional de Puertos —por medio de una partida- y con ANCAP, 
estaríamos en condiciones de enfrentar los costos de ese dragado siempre y cuando lográramos la 
autorización de la CARU. Esto nos lleva a otro tema que no está planteado hoy aquí, pero que me 
parece importante comentar. Va a llegar un momento en que, tanto por la CARU y el dragado del Río 
Uruguay, como por el funcionamiento de la CARP y el dragado del Canal de Martín García, donde 
también han surgido problemas y postergaciones, Uruguay deberá comenzar a evaluar hasta cuándo 
debe seguir actuando en la búsqueda del consenso y el entendimiento y en qué momento, en defensa 
de intereses estratégicos del país, tendrá que tomar la decisión de dragar a su costo y en forma 
unilateral. Esta es una discusión que está en proceso, porque hay muchos asuntos a tomar en cuenta y 
se trata de una iniciativa que va más allá de lo que pueda decidir por sí el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


En cuanto al artículo 53, debemos considerar en primer lugar lo relativo a las Direcciones de 
Transporte Fluvial y Marítimo y de Transporte Aéreo. Si verdaderamente queremos desarrollar una 
política de transporte que incluya el modo fluvial y el aéreo, tenemos que jerarquizarlos e invertir en 
ellos. En la actualidad, en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, solamente hay un par de 
asesores dedicados al tema del transporte aéreo y, con relación al transporte fluvial, en el pasado 
contábamos con personal de una enorme capacitación pero se van porque consiguen mejores 
oportunidades para hacer lo que quieren y les gusta o se jubilan, pero no se pueden quedar en la 
Dirección de Transporte, esperando que algún día se empiece a dar vida a una actividad que es 
fundamental para el país. Todo el mundo habla de la importancia que tiene el transporte fluvial para 
nuestro país, pero para mejorarlo hay que invertir. 


En cuanto a los sueldos que traen aparejadas las designaciones, digo que no puede pasar 
inadvertido para los señores Senadores el hecho de que muchos de los técnicos que el señor Senador 
Long calificaba como excelentes -lo que compartimos- en la actualidad son directores que cumplen 
funciones en un cargo político. En ese sentido, podríamos decir que esos son sueldos que el Estado 
se está ahorrando. Por ejemplo, la ingeniera Susana García, encargada de Despacho de la Dirección 
de Vialidad, es una funcionaria de carrera del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En su caso, 
nosotros no fuimos a buscar afuera a un ingeniero que la sustituyera, pagándole un sueldo más, 
porque se trataba de un cargo político. Lo que hicimos fue buscar a un técnico que estuviera en 


condiciones de llevar adelante la tarea en cuestión. Como estos funcionarios ya trabajaban en el área, 
lo que hicimos fue designarlos. Además, aclaramos que no le dimos la Dirección de Vialidad a la 
ingeniera García, porque si lo hacíamos, iba a terminar perdiendo plata, porque la responsabilidad era 
mayor e ¡ba a tener que trabajar doce horas por día. 


Lo mismo sucede con la Dirección de Transporte, en la que contamos con el apoyo del 
ingeniero Genta, que es un funcionario de carrera del Ministerio. Queda claro que no fuimos a buscar a 
otro ingeniero fuera de la Cartera, cuando se trataba de un cargo político y por esa razón podíamos 
poner a algún amigo. En este caso, contábamos con un funcionario de carrera que nos pareció que 
tenía el perfil indicado como para introducir un cambio en materia de transporte, hecho muy necesario 
en el que todavía habrá que trabajar mucho en el Ministerio y en el país. Si fuera cierto que estamos 
gastando de más con los dos cargos que estamos generando, les pedimos que nos descuenten lo que 
estamos gastando de menos y ahorrando desde el 1? de marzo en función de cómo hemos cubierto los 
cargos de las Direcciones de Transporte y de Vialidad. Sin embargo, sinceramente creo que esa sería 
una forma muy pequeña de analizar un área que es realmente trascendente para el país. Si el Uruguay 
o cualquier otro país del mundo en esta época no desarrolla su infraestructura y no perfecciona su 
sistema de transporte, está liquidado o no tiene ninguna posibilidad de crecimiento y sostenimiento 
económico. Entonces, medir si hay un sueldo más o uno menos, creo que es una manera de ver mal el 
problema. No obstante, como acá se planteó esa fundamentación, debo dar esta respuesta en la que 
muestro que no hay ninguna intención de dilapidar, sino todo lo contrario. 


Por otra parte, lo que tiene que ver con la planificación y las inversiones a mi entender es 
absolutamente imprescindible. Los señores Senadores deben saber que quien está cubriendo esa 
Unidad, da la casualidad que también está en el Ministerio, es una persona que actualmente tiene 
responsabilidades en él, por lo que tampoco estamos creando el cargo en función de colocar a un 
amigo o de gastar un sueldo más. En absoluto es así; la persona esta ahí y cumpliendo la función. Lo 
que es inadmisible es que un Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en un país que necesita 
desarrollarse, tenga vacía la Unidad de Planificación e Inversiones. Ustedes hacían referencia a que 
los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas fundamentaron la necesidad de una política 
de inversiones, de un equipo y de una Comisión para trabajar en el tema. Pero si hay un Ministerio que 
no puede estar al margen del desarrollo de una política de planificación e inversiones es, precisamente, 
el de Transporte y Obras Públicas, a menos que el señor Ministro se considere un súper poderoso 
capaz de resolver por sí solo, en función de su opinión y sin importarle el asesoramiento especializado, 
todos los temas que tienen que ver con el Ministerio. De alguna manera, me parece que nosotros 
estamos haciendo un aporte con la reactivación de esta Unidad de Planificación que, extrañamente, no 
se había anulado ni quitado del organigrama, pero sí se la había dejado sin funcionarios. Creo que, de 
esta forma, nosotros estamos haciendo aportes en el camino de la recomposición de un Estado que 
tiene que prepararse para ayudar al país a salir adelante. 


Por último, voy a referirme al tema de la Corporación Vial. Lo primero que debo decir es que 
la Corporación Vial ya existió en este país, ya se discutió sobre ella. Está lleno de anuncios que 
muestran la importancia que iba a tener la Megaconcesión, justamente, para captar inversión privada y 
para volcarla en beneficio del crecimiento de la infraestructura del país. Lo único que sucedió es que 
mientras se llamó Megaconcesión —quizás por un gualicho es que tenía ese nombre tan ostentoso- no 
captó un solo peso de inversión extrapresupuestal. Pero los señores Senadores saben que el país 
además tiene una situación de endeudamiento muy importante que limita sus márgenes fiscales para 
recibir el financiamiento que por ahí existe, pero que no lo podemos canalizar por las vías regulares del 
Estado. Nosotros no estamos haciendo ninguna “gambetta” para eludir controles o para que no se 
informe sobre lo que estamos haciendo. Por el contrario, no sólo queremos que se tenga información, 
sino que queremos que se publicite lo que vamos a construir y a desarrollar. Qué mejor para un 
Ministro de Transporte y Obras Públicas que se sepa que hay obras, inversiones y cosas que se 
mueven, que se hacen con transparencia, que no hay hijos ni entenados y que permanentemente se 
está peleando por obtener el mayor rendimiento de cada uno de los pesos que el Estado maneja. Pero 
sucede que para poder administrar bien esos pesos hay que tenerlos y para ello debemos utilizar este 
instrumento. Para nosotros hubiera sido fácil decir que la Corporación Vial está emparentada con la 
Megaconcesión y, como no queremos hablar de eso, lo anulamos. Sin embargo, tal como discutimos 
hace un año, nosotros teníamos que ver cómo canalizábamos recursos que no podían llegar por las 
vías normales y que podíamos conseguir por estos caminos a través de esos cinco mecanismos. Eso 
fue lo que procuramos con esta modificación del funcionamiento de la Corporación Vial, que no cambia 
los elementos esenciales, sino que simplemente lo hace más ágil y crea un vínculo más fuerte, vínculo 


que siempre debió existir entre la Dirección de Vialidad y la Corporación Vial. ¿Por qué? Porque no son 
dos países, no son dos Estados, sino que es un solo país, un solo Estado y, por lo tanto, necesitamos 
estar mucho más fuertemente vinculados. 


Esto pasó por la consideración detallada del Tribunal de Cuentas, que pidió información, que 
lo tuvo bastante más tiempo que el plazo constitucional y que entendió que cumplía con todos los 
requisitos para ser un instrumento que nos permita canalizar dineros que presta la CAF, tal como decía 
un señor Senador. La CAF ya prestó antes, fue la única línea que prestó durante la etapa de la 
Megaconcesión. Ahora simplemente incrementó su apoyo, pero repito que ya había prestado antes. 
Por lo tanto, con respaldo público o no, ya lo había hecho. Es cierto, y también la ventanilla privada del 
BID puede concretar otro aporte; bienvenido sea, y éste no va a tener garantías del Estado. 


Asimismo, tenemos el respaldo del cobro de los peajes, muchos de ellos en manos 
nuevamente de la Corporacion Vial en función del fracaso de las concesiones. Sería todo un capítulo 
detenernos a analizar detalladamente el tema de la concesión y su fracaso. Lo tenemos en la 
Corporación Vial como una gran concesión que nos permite cubrir las obligaciones e, incluso, salir a 
colocar obligaciones en plaza, respaldándolo con el cobro de esos peajes. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: quiero dejar una constancia. Nosotros no estamos 
levantando sombras con respecto a nada ni a nadie; esto debe subrayarse muy claramente, incluso por 
lo que algún integrante del Cuerpo expresó. Lo que sí estamos diciendo es que, a través de esta 
Corporación Vial, y más allá de la aprobación del Tribunal de Cuentas a que ha aludido el señor 
Ministro, este va a ser el proceso privatizador más grande de toda la historia del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Esta no es una Corporación Vial de funcionamiento privado con fondos 
públicos, más allá de que lo sea jurídicamente. Esta es una mega mega; no estamos hablando de una 
megaconcesión, sino de una “megapluscuammegaconcesión”, donde además la inversión la va a hacer 
el Estado y las ganancias capaz que las sacan los particulares. 


Lo que yo no creo es que esta Corporación sea una suerte de residuo a través de la cual se 
pueda hacer todo, como si se tratara de un instrumento mágico. 


Finalmente, quiero dejar la constancia —obviamente, no queremos detener la generosa 
presencia del señor Ministro y la amplitud de sus explicaciones, máxime cuando hay Ministros que 
están esperando- de que nos llama la atención con qué soltura, con que tranquilidad, se explica hoy, 
aquí, la aplicación de un mecanismo que tanto se criticó, que tan duramente se criticó. Precisamente, 
tengo versiones taquigráficas de palabras formuladas por señores Senadores en el Período anterior - 
que hoy son Ministros- que anunciaban que iban a anular la Megaconcesión porque era un instrumento 
satánico, maléfico, terrible, pero resulta que ahora es bueno; se dice: “lo vamos a utilizar para las obras 
viales, para el dragado, para la Ruta 1, para las vías y para todo”. Tan mal no estaba antes o ahora se 
están reconociendo las bondades de un instrumento. Es tan bueno, que se lo pretende aplicar para 
todo. 


Fui hombre ejecutivo y vaya si habré enfrentado el dilema al que, reconozco, se enfrenta el 
señor Ministro y su desesperación por hacer y no tener recursos, mirar la caja y no tener dinero, 
máxime en un Ministerio de Transporte y Obras Públicas que está impregnado de demandas en todo el 
país, porque no debe recorrer un centímetro del territorio nacional donde no le pidan una obra. 


Ahora bien, según entiendo, la Corporación Vial es un instrumento que va a funcionar para 
todo. Es simplemente una constancia que quería dejar, incluso, para poner un poco de pimienta a la 
sesión, porque quizás el señor Ministro se aburre y de esta manera puede terminar parte de su 
exposición con respecto a este tema con algún ingrediente más. 


Gracias señor Presidente y señor Ministro. 


SEÑOR ALFIE.- Quería precisar que el préstamo de la CAF no fue a la Corporación Vial, sino 
directamente al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En realidad, era el financiamiento del 
subsidio votado en el Parlamento que se le pasaba a dicha Cartera y que alcanzaba a U$S 


1:500.000 por mes. El financiamiento lo daba la CAF al Gobierno Nacional por un préstamo que éste 
firmara, por supuesto, en el Período anterior. Entonces, no es lo mismo; es distinto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- En primer lugar, quiero decir que 
procuramos aprender rápido y, por lo tanto, estudiamos si ese mecanismo para hacer frente al subsidio 
que motivó el préstamo de la CAF podía extenderse y pudimos hacerlo. Entonces, al lograr extenderlo, 
eso nos permitió darle a la Corporación Vial recursos adicionales. ¿Por qué? Porque de no ser así, 
hubiéramos tenido que pagar el préstamo que había tomado el Estado con la CAF. Quiere decir que 
menos obra íbamos a hacer, porque no sólo no íbamos a tener recursos presupuestales, sino que 
íbamos a tener que pagar lo que ya se había gastado, puesto que nos quedaron los U$S 25:000.000 
para pagar. 


En definitiva, estamos pagándolos, pero logramos un mecanismo por el cual, perfeccionando 
esa buena idea, pudimos darle mayores recursos a la Corporación. Pero, avanzando más en esa 
buena idea, exploramos para ver si la ventanilla del BID de inversiones privadas podía, también, 
atender nuestros requerimientos. Asimismo, profundizamos en un terreno que ya estaba anunciado, 
como era la emisión de valores, con lo cual también estamos procurando llevar a la práctica lo que 
antes se anunció, se autorizó y no se concretó. Todo eso se hace para poder multiplicar las 
posibilidades de acciones en infraestructura, que sólo con el Presupuesto no podemos efectuar. Ahora 
bien; nosotros no le llamamos “mega” —y mucho menos “super mega”- porque no nos gusta ser 
ostentosos. Además, creemos que son instrumentos que deben administrarse con mucha 
responsabilidad. Si estos mecanismos fueron votados y aprobados en su momento por parte de 
quienes hicieron las propuestas en los períodos anteriores de Gobierno y de quienes levantaron su 
mano para transformar esto en ley, para que funcionara dentro de estos lineamientos, ¿cuál es el 
pecado de que nosotros ahora estemos logrando concretar esos objetivos a través de algunas 
modificaciones que han hecho esos instrumentos más eficientes y mucho más transparentes? Es más; 
son tanto más transparentes, que hoy se discute en esta Comisión —y, seguramente, también ocurrirá 
lo mismo en las distintas instancias parlamentarias- lo que nunca se había discutido en períodos 
anteriores. 


SEÑOR MICHELINI.- Para hacer honor a la verdad, la discusión no era si el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas lo hacía por sí o a través de una empresa de las características que se votó; la 
discusión era si esa empresa, luego, pasaba a manos privadas. Esa fue la verdadera discusión. 
Respecto al instrumento que está en las manos públicas, podemos discutir si están todos los controles 
adecuados o si el Parlamento cuenta con toda la información correspondiente. Estamos hablando de 
obras votadas en el Parlamento y hay que ver ahora, a partir de que se canalizan por esta 
corporación, si tenemos la información correspondiente. Esa puede ser la discusión, pero no fue la que 
se dio en su momento. La discusión que tuvo lugar en aquel momento, básicamente, radicó en el 
hecho de que varios Legisladores no acompañamos la propuesta de creación porque, sencillamente, 
se decía: “queremos esta corporación, le damos estas obras, le damos este dinero y después 
privatizamos la propia empresa”. No quiero reeditar esa discusión, pero no admito que ahora se nos 
diga que este instrumento se usa de esta manera, cuando nosotros nos negamos a que se usara de 
otra forma -y no así- que era pasarlo a manos privadas. Recuerde —sería bueno que traiga la versión 
taquigráfica para que la leamos todos- cuál fue, verdaderamente, la discusión. 


Es la constancia que quería hacer. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- La leeremos, con mucho gusto. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: voy a hacer un par de preguntas en otro orden de 
consideraciones, relativas a la Ruta 1. Si no escuché mal, el señor Ministro dijo que estaba previsto en 
la Rendición de Cuentas un fondo de U$S 11:000.000 a efectos de realizar una obra de doble vía. Me 
imagino que también estarán incluidos allí dos puentes que faltan para completar el tramo Colonia 
Valdense-Tarariras. Me gustaría saber cuál es el plazo previsto de ejecución de estas obras, porque a 
mi entender se trata de una obra muy importante, por muchas razones. Asimismo, quisiera hacer una 
pregunta sobre un planteo que hicimos al señor Ministro hace alrededor de cinco meses, en ocasión en 
que acompañado por sus asesores —entre ellos la Directora de la Dirección Nacional de Vialidad- 
concurrió a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, respecto a la contratación directa 


de una empresa para las obras de finalización del Puente de Santa Lucía, también conocido como 
Puente de La Barra. Además, consultamos sobre determinadas obras a realizarse en la Ruta 1, en el 
tramo comprendido entre los accesos a Montevideo y la ciudad de Libertad. Esa contratación directa se 
hizo por hasta un monto de $ 144:000.000, si mal no recuerdo y en aquel momento hicimos 
consideraciones acerca de que nos parecía una cifra excesiva para obviar el procedimiento licitatorio. 
Incluso —y esto es opinable- dijimos que, a nuestro juicio, no mediaban las razones de urgencia que 
determinaban la contratación inmediata de la obra. 


Por otra parte, preguntamos sobre los rubros, porque se contrató a una empresa sin hacer un 
llamado de precios y simplemente se cotejaron -de acuerdo con lo que manifestó la Directora de 
Vialidad- los precios de obras similares. En ese momento, nosotros solicitamos en la Comisión que por 
favor nos hicieran llegar ese cotejo de precios y las razones en que se basaban para afirmar que la 
adjudicación de precios se llevaba a cabo en virtud del precio de mercado, de acuerdo con lo que se 
señaló en ese momento. En aquella instancia, nos estábamos refiriendo a la finalización de las obras 
del puente en sí mismo y de algunos accesos y cabinas de peaje, etcétera. Lamentablemente, no 
recuerdo exactamente de qué monto estábamos hablando en aquella ocasión. Desde aquel momento 
hasta hoy, a pesar de que la Comisión de Transporte y Obras Públicas hizo suyo el petitorio que 
formuláramos reiteradamente, todavía no hemos recibido la información y, sinceramente, debo decir 
que nos gustaría contar con ella. Creo que ya se ha demorado más de lo que la prudencia aconseja. 
Reitero mi petitorio, porque además lo hizo suyo la propia Comisión de Transporte y Obras Públicas y 
aquí está presente el señor Senador Michelini que puede confirmar lo que digo. 


Por otra parte, nos gustaría saber en cuanto a las obras de la Ruta en sí misma, cuánto se ha 
ejecutado en realidad, porque se habían concretado, según se dijo, aproximadamente cuatro millones y 
se había hablado de ciento cuarenta y cuatro en total, de los cuales alrededor de cincuenta serían para 
la Ruta. 


En definitiva, queremos saber cuánto se ha gastado de esa asignación prevista. 


Con relación al tema puertos, sabemos que en Colonia hay una concesión para el Puerto 
Deportivo de Colonia otorgada a una empresa que se llama Marina del Sacramento. También se nos 
dijo que esa iniciativa estaba muy adelantada y, por lo tanto, nos gustaría saber en qué estado se 
encuentra esa concesión, porque tengo entendido que había pasado a la DINAMA y, finalmente, no 
tuvimos más conocimiento de lo que pasó, a pesar de que han transcurrido muchos meses. 


Por último, vamos a solicitar información con respecto al Puerto de pasajeros de Colonia, 
porque tengo entendido que se ha hecho un llamado a licitación y quisiéramos conocer en qué estado 
se encuentra eso. También nos interesaría que se nos dijera si hubo alguna modificación, porque 
anteriormente la Terminal de pasajeros iba a estar emplazada cerca de la ciudad, en un lugar que 
ahora se dio en comodato a una empresa japonesa —no recuerdo el nombre- y por tal razón no 
sabemos si, en definitiva, se cambió la ubicación que en un principio se había elegido para la Terminal 
portuaria de Colonia. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Antes de continuar quisiera dar 
entrada a esta documentación que entrego a la Presidencia y, en tal sentido, me gustaría recibir alguna 
constancia. 


Se ha señalado la preocupación de que a través del funcionamiento de la Corporación Vial 
SA en su nueva versión, eventualmente, se generaran ganancias que terminaran repartiéndose a 
privados. Confieso que me sorprende este planteo, porque la Corporación Vial no hace carreteras, sino 
que contrata empresas, en general, las mismas que antes realizaban las obras. Si anteriormente fueron 
adjudicadas adecuadamente con el margen correspondiente, nosotros también tenemos la voluntad de 
adjudicarlas correctamente con los márgenes adecuados para hacer rendir los pesos. Entonces, en 
ese sentido quiero transmitir tranquilidad, porque no puede haber susceptibilidad. Los mecanismos 
son los mismos que se han utilizado en la Corporación Vial y en la Dirección de Vialidad. 


Por otra parte, esta Corporación Vial del Uruguay —en la cual participa la Dirección de 
Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas a través de la presencia del contador Machado- 
cuenta con dos integrantes de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Pero hay una diferencia con 
respecto a lo que sucedía en otras épocas; esta Corporación Nacional para el Desarrollo es controlada 
por el Tribunal de Cuentas de la Nación. Por lo tanto, desde ese punto de vista, seguramente el 
conjunto de los uruguayos tiene más garantías de que se analizará todo lo necesario para tener la 
certeza del buen funcionamiento de este instrumento. 


Por último, en lo que tiene que ver con la Ruta 1 y sus gastos, quiero señalar lo siguiente. En 
primer lugar, con el permiso del señor Presidente, voy a solicitar a la Directora García y a la ingeniera 
Carlomagno —tan bien calificadas por el señor Senador Long- que expongan acerca del estado de 
situación de esa Ruta. En segundo término, respecto al puente de la Ruta 1 y todo el proceso que 
siguió a la rescisión del contrato, acabo de entregar la respuesta al pedido de informes. Como se vio, 
se trata de un voluminoso material conteniendo todos los elementos detallados, los cuales, por otra 
parte, ya hemos discutido en la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado. 


SEÑORA GARCIA.- El contrato vinculado con la parte del puente tenía una certificación prevista de 
56:000.000 en la adjudicación inicial, de valores básicos. Eliminada la parte de iluminación quedan 
47:000.000, que es lo que se ha ejecutado. Incluso, ya ha sido recibida la obra en forma provisoria. 
Esto incluye nada más que 2:500.000 de imprevistos, que tienen que ver con algún metraje adicional. 


(Interrupción del señor Senador Moreira que no se entiende) 


Los 144:000.000 se dividen en 96:000.000 para la parte básica, de los cuales 56:000.000 
eran para el puente y accesos y 39:000.000 para mantenimiento. A esto se suman 2:000.000 de Cofis, 
22:000.000 de IVA, 11:000.000 de leyes y 3:000.000 de imprevistos. 


SEÑOR MOREIRA.- Usted habla de 46:000.000, pero quiero saber si a esa cifra hay que sumarle los 
impuestos. 


SEÑORA GARCIA.- Es el valor básico, que se compara con los 56:573.596 de la adjudicación. 
Comparamos en igualdad de condiciones, porque no tiene sentido que una cifra sea tenida en cuenta 
con impuestos y la otra no. 


En la parte de mantenimiento el valor de adjudicación era de 39:466.695. A la fecha, 
llevamos —valor incluido al 30 de junio- $ 10:755.569, es decir, un 27,3% de la adjudicación original. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Toda esta información consta en el 
pedido de informes. 


SEÑORA GARCIA.- Los plazos de ejecución de los tramos concernientes a la Ruta 1 —sobre la que se 
consultaba anteriormente- son de quince meses y los valores a los cuales se hace referencia, 
parcialmente y en el primer año —junio a junio, que es lo que tiene que ver con al Fondo Monetario 
Internacional- corresponden a esa inversión adicional. 


Quisiera hacer una aclaración más, porque el señor Senador se refirió a que en aquella 
sesión en la Cámara yo comentaba que se había hecho un cotejo de los precios de mercado. Los 
precios se cotejan con los del mercado y, además se hace un cálculo analítico. En la documentación se 
ha instrumentado un ejemplo que está firmado por la ingeniera Carlomagno, Jefa de esa área. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente habíamos preguntado para saber si ustedes habían pedido precios 
a otras empresas, pero eso no fue así; lo cierto es que se cotejaron esos precios con los de mercado 
del momento, sin pedir cotización a terceras empresas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- El estudio está incluido en el pedido de 
informes y, por cierto, fue revisado por el Tribunal de Cuentas, que fue el que autorizó la contratación. 


SEÑOR MOREIRA.- Vamos a ver la información que, si bien demoró, al fin llegó. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- En cuanto al tema de Marina del 
Sacramento, debo decir que era una vieja concesión que se había otorgado, en la que tenían que 
regularizarse algunos trámites; el Tribunal de Cuentas autorizó esa regularización y la puesta en 
marcha, pero la empresa pidió una prórroga para gestionar —según creo- algunas autorizaciones 
ambientales y luego decidir el cronograma de la realización de la obra. Ha pasado algún tiempo más 
que el que se había expresado, pero en la medida en que pueda estar vivo el proyecto que hace 
muchos años se generó, estaremos atentos a ello, pues tenemos interés en que se concrete, porque 
de ello depende la posibilidad de otras alternativas. 


SEÑOR MOREIRA.- Pregunto si el proyecto actual de Marina del Sacramento prevé alguna 
adjudicación o utilización de terrenos municipales. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- No lo tengo presente en este 
momento. Obviamente una marina deberá contar con algún predio, pero desconozco si se trata de un 
terreno municipal. 


En lo que tiene que ver con el Puerto de Colonia, la parte que se desafectó del Puerto y que 
sirve de base de asentamiento de una industria —que según tengo entendido está generando 
importantes puestos de trabajo en Colonia- nunca había sido prevista como lugar de desarrollo 
portuario. Sí se había previsto que los galpones fueran una alternativa mientras se construía el Puerto, 
pero no era una solución definitiva al problema portuario. 


En lo que refiere al proyecto de la terminal de pasajeros, debo decir que en el día de hoy —no 
sé el resultado- se abrían las ofertas. Creo que fue pedida una prórroga en el llamado a licitación, pero 
a la fecha de hoy, 19 de julio, se abrían los sobres. La voluntad es que una vez que se resuelva la 
adjudicación nos pongamos a trabajar lo antes posible, porque cada vez es más necesario un puerto 
de pasajeros en Colonia. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuál es el costo estimado de la obra? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Lo veremos cuando se abran los 
sobres, pero el costo total de la obra oscila los U$S 4:000.000. Por ese motivo, en algún 
momento se manejó la posibilidad de hacer la concesión para que algún interesado privado hiciera la 
inversión, pero como se generó toda una discusión y una serie de especulaciones con relación a este 
asunto, la Administración Nacional de Puertos decidió promover por sí la construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizada la intervención del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, 
la Mesa quiere dejar constancia de que la información que le ha enviado el titular de esa Cartera fue 
derivada a la Secretaría del Senado para que se le dé entrada y posteriormente pase a la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas, que es la destinataria final de dicha información. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- Si se me permite, quiero señalar que 
tenemos un artículo aditivo que, si es de recibo, lo dejaríamos a la Comisión para que lo analizara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se lo entregaremos al señor Senador Vaillant para que lo firme y lo presente 
como aditivo en nombre del Gobierno. 


SEÑOR VAILLANT.- Lo haremos con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, 
al señor Subsecretario, al Director General de Secretaría, a los Directores Nacionales y a sus 
Asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y sus Asesores) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


